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IntroduccIón
En 1991 la redacción de la Carta Políti-
ca se constituyó en una nueva oportunidad 
para pensar y diseñar el Estado colombiano. 
Un proceso que después de más de dos si-
glos, acompañados de sucesivas batallas de 
constituciones (Valencia, 1987) y de fusiles 
parecía, para el comienzo de los años noven-
ta, encontrar nuevamente en la convocatoria 
de una Asamblea Nacional Constituyente la 
solución a los problemas que tradicionalmen-
te han aquejado al país. Este también fue el 
espacio adecuado para que en un contexto 
de terror banalizado, como lo denominaría 
Pecaut (2001), los derechos humanos ingre-
saran en la agenda pública de un Estado que 
no hacía muchos años, incapaz de gestionar los 
descontentos sociales, había decidido, con la 
adopción del Estatuto de Seguridad Nacional, 
abrirle momentáneamente la puerta a la mili-
tarización de sus estructuras (Vásquez, 1979; 
Reyes, 2004; Díaz, Echeverri, Escobar, Ga-
llón, Pizarro, 1980). De esta forma, y si bien 
Colombia para esa época ya hacía parte de un 
buen número de tratados internacionales, es 
a partir de 1991 que el tema de los derechos 
humanos (dd.hh.) comienza a integrarse de 
manera sistemática en los planes de gobierno 
de los sucesivos gobiernos nacionales (Roth, 
2006; Soto, 2006; Herrera, 2012).
En este orden de ideas actualmente, a 
partir de la promulgación del Decreto 4100 
de 2011 el actual gobierno crea el Sistema 
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Nacional de Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario (snddhh-dih). 
Este sistema, concebido para ser la “sombrilla” 
de todas las estrategias del Estado en el tema 
de dd.hh convoca las competencias de enti-
dades cuyos mandatos funcionales aportan a la 
garantía de los derechos y se propone, además, 
formular una nueva política pública de dd.hh. 
y dih e incluir la perspectiva de derechos en las 
diversas políticas sectoriales (Ministerio del In-
terior). En este contexto surge la preocupación 
que guía el presente documento: teniendo en 
cuenta los resultados que arrojan las anteriores 
experiencias de la actuación gubernamental 
en la materia, ¿cuáles podrían ser los retos que 
el snddhh-dih tendrá que enfrentar en su 
implementación?
De esta forma, a partir de la revisión cua-
litativa de fuentes secundarias, los insumos 
obtenidos de la investigación doctoral de una 
de las autoras y de los resultados de entrevistas 
con funcionarios comprometidos con el sndd-
hh-dih, el texto que se expone a continuación 
se constituye en una reflexión preliminar sobre 
la nueva estrategia del snddhh-dih, pues la 
materialización de lo consagrado en el Decre-
to 4100 está aún en marcha y es un proceso 
reciente. No obstante, ya se cuenta con ele-
mentos que permiten analizar las experiencias 
anteriores. Estas subrayan que las dificultades 
constatadas en la formulación e implementa-
ción de iniciativas en materia de dd.hh. están 
asociadas a las características estructurales 
del Estado y de la sociedad colombiana que 
determinan el proceso de consolidación de la 
noción de dd.hh. y permiten presumir que 
la puesta en marcha del snddhh-dih deberá 
sortear, cuando menos, desafíos asociados tan-
to con la articulación interinstitucional, como 
con la capacidad de la inclusión del enfoque de 
derechos en la actuación sectorial del Estado 
y, finalmente, la permanencia y sostenibilidad 
de la estrategia en el tiempo. Dichos desafíos 
no son los únicos pues el texto no pretende, 
aún, avanzar en el análisis pormenorizado del 
funcionamiento del Sistema y sus partes cons-
titutivas o subsistemas. No obstante, los retos 
identificados, desde una perspectiva de análisis 
macro, podrían cuestionar la sostenibilidad 
de la apuesta del gobierno Santos en el corto 
y mediano plazos.
Con el fin de demostrar esta hipótesis, 
en el estado del arte se expondrán algunos 
elementos provenientes de la Teoría de Siste-
mas Sociales y una revisión sintética y crítica 
de la actuación del Estado colombiano en 
materia de dd.hh. Así mismo, se presentarán 
elementos distintivos entre la política pública 
de dd.hh. y la política pública con enfoque 
de derechos. En el aparte correspondiente a 
las evidencias se mostrarán algunos de los ha-
llazgos atinentes a la formulación e implemen-
tación de políticas de dd.hh. anteriores y se 
esbozará el diseño que ha previsto el gobierno 
de turno para la creación del snddhh-dih. Lo 
anterior con el fin de exponer, en la discusión, 
los factores que podrían constituirse en los re-
tos para la consolidación y puesta en marcha 
de esta nueva estrategia en la materia.
Estado dEl artE
Para avanzar en la exposición de los ele-
mentos conceptuales y teóricos necesarios para 
el desarrollo de la problemática propuesta, es 
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pertinente hacer una sucinta referencia a la 
evolución del concepto de derechos humanos.
Los primeros derechos, también llamados 
de primera generación, son entendidos como 
derechos negativos, pues su reconocimiento 
se da como una reivindicación de la burguesía 
esperanzada en poner límite al poder del Es-
tado absolutista (Uprimny, 1992). Estos dere-
chos civiles, y luego políticos, aparecen en un 
contexto de la expansión del laisser-faire que 
necesitaba el reconocimiento de la iniciativa 
individual (Esping-Andersen, 1999), y una 
consolidación de Estado “absentista” (Mar-
tínez de Pisón, 1998). Si bien este sustento 
de derechos liberales suscita varias críticas, lo 
importante es destacar que en la medida en 
que el capitalismo fue imponiendo su lógica 
de producción, la necesidad de responder a las 
crecientes demandas de una clase obrera en ex-
pansión llevó al progresivo reconocimiento de 
los llamados derechos económicos, sociales y 
culturales (desc) (Uprimny, 1992). Este reco-
nocimiento tuvo varias implicaciones. Por un 
lado, se aceptó que para el goce de la libertad 
los individuos, ahora sujetos de derechos, no 
podían ser entendidos en abstracto (Uprim-
ny, 1992; De Lucas, 1994). Por el contrario, 
las diferencias en la posición socioeconómica 
inicial de las personas en un modelo capitalista 
imponía restricciones al goce de los derechos y, 
por tanto, a la igualdad (Uprimny, 1992). En 
segundo lugar, se hizo evidente la naturaleza 
interdependiente de los derechos, lo que más 
allá de superar la distinción entre las genera-
ciones de derechos imponía nuevos retos en 
cuanto a su garantía. Y, en consecuencia, en 
tercer lugar, el reconocimiento de los desc 
fundamentaría un modelo de Estado que des-
pués de la Segunda Guerra Mundial se consoli-
dó en el viejo continente bajo la denominación 
de Estado social de derecho (Abramovich y 
Courtis, 2006).
Sin embargo, y si bien esta tendencia 
también llega a América Latina, y en Colom-
bia se instaura con la Constitución de 1991, 
las diferencias entre la ciudadanía real y la 
ciudadanía formal, es decir, entre quienes tie-
nen derechos y los ejercen y los que los tienen 
reconocidos pero no los pueden ejercer, son 
de marcadas proporciones (Arbegú, 2003). 
En este contexto resulta pertinente analizar el 
porqué de las dificultades de los Estados mo-
dernos para garantizar el goce de los derechos. 
Y para este propósito, la Teoría de los Sistemas 
Sociales (tss) ofrece interesantes herramientas 
pues desde una perspectiva sociológica permite 
comprender las dinámicas de las sociedades 
modernas (Izuzquiza, 1997). Su atractivo se 
sustenta en varias consideraciones.
En primer lugar, este es un programa de 
investigación que, a partir de una pretensión 
de universalidad (Galindo, 2007), ofrece una 
caja de herramientas con un alto nivel de abs-
tracción que, por tanto, permite ser aplicado 
a cualquier fenómeno social (Müller y Powell, 
1994; Galindo, 2007).
En segundo lugar, esta teoría busca su-
perar la lógica de las teorías intermedias (Ro-
dríguez, 2005) y lo hace precisamente porque 
quien la desarrolla, Luhmann, sostiene que la 
complejidad de las sociedades contemporáneas 
y de sus fenómenos requiere de un marco ana-
lítico capaz de aprehender dicha complejidad 
sin fragmentarla, sin simplificar las relaciones 
y procesos que configuran los fenómenos ob-
servables (Luhmann, 1998). Esta característi-
P o l í t i c a s  P ú b l i c a s  s e c t o r i a l e s  e n  c o l o m b i a
6 8
ca es fundamental para la reflexión sobre los 
dd.hh., pues como se demostró previamente, 
estos son interdependientes, razón por la cual 
tanto su estudio como la gestión destinada a su 
garantía deben superar la visión especializada, 
en el caso de la reflexión teórica, y la aproxima-
ción sectorial, si se estuviera hablando desde 
la acción pública.
En tercer lugar, esta es una teoría sin pre-
tensiones normativas; no valora, por el contra-
rio, observa (Izuzquiza, 1997; Muñoz, 1995; 
Rodríguez, 2005). Y esto resulta relevante 
pues los dd.hh. han sido “ideologizados” e 
instrumentalizados (Fariñas, 1998; 2000), 
y se han convertido en el leitmotiv que, con 
alcances diversos, definidos en función de las 
visiones de las distintas doctrinas, ha sido fun-
cional a la legitimación y reivindicación de un 
modelo particular de sociedad y justicia. Así, 
aproximarse al estudio de los dd.hh. de una 
manera neutra, sin inmiscuir consideraciones 
éticas o morales, permite al investigador des-
prenderse de las pasiones, pero también los 
imaginarios que acompañan este concepto 
(Herrera, 2012).
Finalmente, la tss reconoce la histori-
cidad de los fenómenos y obliga a revisar los 
procesos de formación de las sociedades para 
comprender la función que en cada una de 
ellas, según las particularidades de su confi-
guración, desempeñan los dd.hh. Estos a su 
vez son fruto de construcciones históricas, nu-
tridos con los resultados de los procesos y las 
dinámicas sociales. Y dado que “aparecen para 
resolver conflictos sociales y para satisfacer ne-
cesidades humanas, y son, a la vez, el resultado 
de diferentes procesos sociales” (Fariñas, 1998: 
356), su contenido está “íntimamente relacio-
nado con la configuración y transformación 
de las estructuras sociales, de las aspiraciones 
y, por lo mismo, de los antagonismos que las 
atraviesan” (Herrera, 2012: 103).
Para la tss la sociedad moderna es resulta-
do de un proceso de diferenciación de sistemas 
parciales encargados de funciones, destinado 
a reducir esa complejidad3 que aumenta en la 
medida en que se incrementa la “relacionalidad 
de las relaciones” (Luhmann, 1998: 34). Estos 
sistemas parciales, siendo parte del sistema so-
cial, se especializan en el desarrollo de una fun-
ción específica que solo ellos pueden desem-
peñar: política, derecho, economía, religión, 
etc. Esta característica de la diferenciación es 
determinante pues solo a partir de la distinción 
y delimitación de sus funciones cada sistema, 
con base en unos códigos binarios propios, 
puede seleccionar las interacciones con su 
entorno, en el que también están los demás 
sistemas parciales. De esta forma, cada sistema 
es autónomo y solo él define sus funciones. 
Es clausurado operativamente, pero abierto 
cognitivamente, es decir, mantiene relaciones 
de interdependencia con los demás sistemas 
parciales y su entorno (Izuzquiza, 1997), pues 
en un mundo moderno el sistema político no 
puede funcionar sin las prestaciones que bajo 
3 Por complejidad se entiende: “la sobreabundancia de relaciones, de posibilidades, de conexiones, de modo que 
no sea posible plantear una correspondencia biunívoca y lineal de elemento con elemento. El problema esencial de 
nuestra sociedad es, precisamente, el aumento de su propia complejidad: lo que Luhmann denomina el aumento de 
la diferenciación de una sociedad” (Izuzquiza, 1997: 16).
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la forma de codificación normativa, por ejem-
plo, le ofrece el sistema de derecho. Ninguno 
de los sistemas es más relevante que otro en 
la sociedad funcionalmente diferenciada en 
la medida en que ninguna función específica 
es más relevante que otra (Luhmann, 1998).
Sin embargo, la autonomía propia de los 
sistemas parciales, que sirve para la reducción 
de la complejidad, tiene también un costo: el 
aumento de la miopía de los sistemas, y de las 
organizaciones que las componen, que están 
centrados en el desempeño de una función 
parcial, característica que deriva en la tenden-
cia de perder de vista la globalidad (Papado-
poulus, 1995) de los problemas sociales cada 
vez más complejos e intersectoriales (Willke, 
2006). Así, el funcionamiento sectorial de la 
administración nacional y territorial, y el reto 
que a este le impone la garantía de los dd.hh. 
que no solo no son un sector, sino que hacen 
parte transversal a partir y en torno a los que 
se estructuran las sociedades modernas, es un 
buen ejemplo.
Esta comprensión de la sociedad se aleja 
de las posturas que desde la Ilustración ubi-
can al individuo en el centro de los análisis, lo 
cual no significa que este desaparezca como lo 
pretenden algunas de las críticas más asiduas 
del trabajo de Luhmann (Rodríguez, 2005). 
Por el contrario, el individuo en esta teoría es 
más individuo que nunca, pues al estar por 
fuera del sistema sociedad tiene la posibilidad 
de hacer parte no solo de un sistema sino que 
al desempeñar diversos papeles, el individuo 
acudirá y fluirá entre los sistemas parciales que 
conforman el sistema social. El individuo en 
esta sociedad ya no es objeto de las definiciones 
que la sociedad o su posición socioeconómica 
le prescriben, como sucedía en las antiguas 
sociedades estamentales o segmentarias4.
En este contexto, los dd.hh. adquieren 
una función trascendental pues se constituyen 
en una de las válvulas de compensación del 
funcionamiento del sistema sociedad (Luh-
mann, 2010). Representan la institución que, 
a partir de su positivización, regula las reglas 
restrictivas y selectivas de acceso que define 
cada uno de los sistemas parciales. De la mis-
ma forma, y al igual que la democracia, se 
constituyen en la institución que previene las 
tendencias de desdiferenciación (Luhmann, 
2010), de desbordamiento de las comunica-
ciones de un sistema parcial (Verschraegen, 
2002), que pueden derivar en eventos que la 
humanidad ya conoce: los totalitarismos o la 
tendencia actual de copamiento de todas las 
esferas sociales del lenguaje económico sus-
tentado en la expansión de la ola neoliberal 
(Neves, 2004).
4 “En sociedades segmentarias la inclusión es resultado de pertenecer a uno de los segmentos. Hay posibilidades 
reducidas de movilidad y mínima posibilidad de sobrevivir como individuo fuera de todo ordenamiento social. La 
inclusión entonces está diferenciada segmentariamente y excluye la exclusión de manera más o menos efectiva. En 
las sociedades estratificadas la medida de la exclusión se traspasa a los estratos de las capas sociales. El estatus social 
se encuentra en el estrato al cual se pertenece. Mediante esto, la inclusión se diferencia. El ordenamiento de la inclu-
sión/exclusión, no obstante, sigue sucediendo en el plano de la segmentación: es cosa de las familias o bien (para los 
dependientes), de las casas familiares. De alguna manera, en algún lugar –ya sea por nacimiento o por admisión– se 
pertenece a una casa” (Luhmann, 2007: 493).
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Así, los dd.hh. están llamados a permitir 
al individuo entrar y salir, es decir, ser inclui-
do (Neves, 2004) en cada uno de los sistemas 
que conforman la sociedad y tomar de ellos las 
correspondientes prestaciones en tanto alum-
no, paciente, elector, víctima, etc. De allí el 
rasgo diferenciado de los derechos (Luhmann, 
2010). Al ser los dd.hh. una institución nor-
mativamente reconocida, representan el medio 
de regulación de los conflictos que derivan 
de la coexistencia inevitable, en una sociedad 
basada en la distinción de las expectativas y 
los intereses de los sistemas parciales y, sobre 
todo, de las relaciones que se establecen entre 
los sistemas psíquicos, es decir, entre los indivi-
duos. Es el momento en que la fuerza norma-
tiva de los derechos se fortalece con su fuerza 
simbólica (Neves, 2004). En otras palabras, es 
el momento en el que el sentido latente de la 
norma se materializa a través de su concreción, 
y la realización social de los derechos se hace 
real (Neves, 2003, Neves 2004).
Ahora bien, es importante tener en cuen-
ta que la tss admite que los procesos de 
diferenciación agotados por las sociedades 
son distintos, por lo cual su evolución y la 
conformación de sus estructuras es también 
particular para cada caso, aun si se partiera de 
los mismos elementos de base. Además, no se 
excluye la posibilidad de la coexistencia en un 
mismo orden social de características propias 
de diferenciaciones diversas (Luhmann, 2007) 
con los correspondientes cortocircuitos que 
eso implica en los procesos de comunicación 
en el seno de la sociedad (Neves, 2003). La 
persistencia de elementos de diferenciaciones 
previas a la funcional genera un bloqueo de 
la diferenciación y clausura de los sistemas 
parciales, en este caso de análisis, de los siste-
mas de derecho y político. En Colombia, la 
sobreexplotación del sistema de derecho por 
parte del sistema político, que aún mantiene 
procesos y características distintas a la funcio-
nal, deriva en una tendencia de mantenimien-
to del status quo que se sirve de las normas, 
de su carácter simbólico, para postergar la 
inclusión real de amplios sectores de la socie-
dad en tanto sujetos de derecho. Es decir, de 
la concretización de la fuerza normativa de los 
dd.hh. (Herrera, 2012).
Si bien la tss no hace referencia a la pers-
pectiva o el enfoque de derechos en las políti-
cas estatales, en la lógica de la diferenciación 
funcional de las sociedades y el reconocimien-
to y posicionamiento de individuos y grupos 
diferenciados, en el sentido de la particula-
ridad de sus intereses, permite inferir que la 
inclusión de estos nuevos actores (Giménez 
y Valente, 2010), antaño invisibles, requiere 
de una acción diferenciada para la garantía de 
sus derechos.
Así, la creciente especialización de los de-
rechos en el sistema universal (diferenciación) 
de protección y su consiguiente positivización 
internacional y también nacional; la expansión 
del neoliberalismo sustentado para los países 
latinoamericanos en el llamado Consenso 
de Washington, con sus ampliamente docu-
mentados efectos sobre la igualdad para la 
población históricamente excluida, obligan a 
reconsiderar la manera como actúa el Estado. 
Y una de las formas que sugiere aportar a la 
superación de la diferencia entre esa ciuda-
danía formal y real (Abregú, 2003), entre los 
que normativamente tienen derechos y los 
que efectivamente pueden gozar de ellos, es 
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la inclusión del enfoque de derechos en las 
políticas. Es la manera para superar esas diná-
micas que Neves identifica en las sociedades 
latinoamericanas como la postergación de la 
inclusión de los subintegrados y su acceso a 
los estándares que, si bien les son reconocidos 
normativamente, en realidad son atribuidos y, 
por tanto explotados, por las reducidas e his-
tóricas franjas de los sobreintegrados (Neves, 
2003). En este orden de ideas,
es posible argumentar que una política pública con 
enfoque de derechos humanos es aquella que se diseña 
con fundamento en los contenidos de los derechos y que 
dispone de planes, programas, proyectos y recursos para 
implementar acciones concretas para dar cumplimiento a 
las obligaciones constitucionales e internacionales del Es-
tado en la materia. De esta aproximación parece claro que 
la sola enunciación de los principios de derechos huma-
nos no configura la esencia de una política con enfoque 
de derechos y que las acciones que no se puedan definir 
técnicamente o que sean insostenibles desde el punto de 
vista financiero tampoco la plasman (Pérez, 2007: 78).
Lo anterior implica también que la in-
clusión del enfoque en las políticas busca im-
pedir que el lenguaje económico o el político 
cope las comunicaciones de los sistemas que 
conforman la sociedad, y de prevenir, de esta 
forma, que los modelos de desarrollo y de Es-
tado no sean discordantes con los derechos de 
los individuos reconocidos en los estándares 
internacionales y en las partes dogmáticas de 
las Constituciones como la colombiana.
Por su parte, la política pública de dere-
chos humanos hace referencia a “las acciones 
del Estado orientadas a la prevención, protec-
ción y garantía de los derechos humanos. Son 
políticas que de manera explícita se diseñan e 
implementan para cumplir con obligaciones 
nacionales e internacionales del Estado en ma-
teria de derechos humanos” (Pérez, 2007: 78).
EvIdEncIa
Siguiendo a Roth Deubel (2006) se puede 
afirmar que a partir de la proclamación de la 
Constitución de 1991 el tema de los dd.hh. 
entra en la agenda pública del Estado colom-
biano. Así, y si bien este concepto acompaña 
con una acepción más o menos restrictiva 
toda la historia constitucional del país (Sala-
zar, 2002), y ya en 1987 se crea la Consejería 
Presidencial para los dd.hh., es con la adop-
ción de la Constitución de 1991 que el tema 
comienza a incluirse de manera explícita en el 
discurso de los gobiernos de turno. Una lec-
tura comparada y crítica del contenido de las 
políticas que se esbozan en cada administra-
ción permite presentar la tabla 1 que contiene 
la evolución del contenido de las políticas de 
dd.hh. de los gobiernos colombianos a partir 
de la Constitución de 1991.
A partir del año 2002, y teniendo en 
cuenta los limitados resultados de la imple-
mentación de las políticas de dd.hh en el 
ámbito territorial, se diseña la estrategia de 
descentralización de la política de dd.hh. 
Con esta se pretende involucrar, a través de 
mecanismos políticos y legales, la voluntad 
de las autoridades locales en la inclusión de la 
temática en sus respectivos planes y estrategias 
de gobierno (Ministerio de Relaciones Exterio-
res, Vicepresidencia de la República, Programa 
Presidencial de dd.hh. y dih, 2008). Con este 
propósito, y con base en una repartición geo-
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tabla 1. contEnIdo y EnfoquEs a partIr dE los quE sE dIsEñan las polítIcas  
y EstratEgIas En dd.hh. y dIh a partIr dE la constItucIón dE 1991
1991-1994 1994-1998 1998-2002 2002-2010 2010-2014
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dd.hh. y dih (2004 y 2011), herrera (2012).
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gráfica, los equipos de la Dirección de dd.hh. 
del Ministerio del Interior y del Programa 
Presidencial para los dd.hh. y dih (ppdd-
hh), inician una labor de acompañamiento 
y asesoría técnica destinada, inicialmente, a 
la formulación de planes locales de acción en 
dd.hh. y dih, y luego, en una fase posterior 
y dados los resultados obtenidos en cuanto a 
la reducida sostenibilidad de dichos planes, se 
avanzó hacia la inclusión de la temática de los 
dd.hh. en los planes territoriales de desarrollo 
(Herrera, 2012).
Esta configuración de la respuesta de los 
gobiernos supone la coexistencia paralela de 
distintos enfoques y fuentes de obligaciones 
(Manrique, 2006) que en últimas redunda en 
un alto nivel de complejidad de gestión en el 
nivel nacional y territorial. Así, por un lado, 
se encuentra la institucionalidad del orden na-
cional, organizada en función de la defensa de 
los derechos civiles y políticos, normalmente 
preponderantes en las políticas nacionales de 
dd.hh., y que se sustentan, además, en la pro-
fusa normatividad que, de manera explícita o 
no, vincula la competencia de las autoridades 
locales en su protección. Y, por otro lado, la 
lectura restrictiva de derechos sobre la que se 
basa la formulación de dichas políticas permite 
inferir que la atención de los desc queda an-
clada a los sectores que lideran los ministerios 
a cargo de las distintas políticas sociales que, 
a su vez, muchas veces no sugieren estar for-
muladas desde el enfoque de derechos, como 
dramáticamente lo constatan, por ejemplo, 
miles de ciudadanos en su acceso al sistema 
de salud (Herrera, 2012).
En relación con esta característica de 
restricción de acceso a las políticas sectoriales 
alineadas cada vez más con la lógica de mer-
cado, instituciones nacionales como la De-
fensoría del Pueblo y la Procuraduría General 
de la Nación (pgn) han llamado la atención 
sobre los efectos que en términos de garantía 
de derechos genera la inclusión de lógicas 
excluyentes derivadas del modelo neoliberal 
(pgn y Dejusticia, 2008; Restrepo, 2006; 
Defensoría del Pueblo, 1994). Así mismo, 
instancias internacionales como la Comisión 
Interamericana de dd.hh. y la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas, entre 
otros, han venido llamando la atención sobre 
los marcados niveles de desigualdad y los efec-
tos que estos tienen en el goce de los derechos 
de amplias franjas de la población que, siendo 
titulares de los derechos, siguen subintegrados 
a los sistemas que conforman el orden social 
(Neves, 2003)5.
La coexistencia de esta doble perspectiva 
de actuación en materia de dd.hh. genera una 
complejidad que se traslada a las instancias 
locales que si bien en la lógica de la descentra-
lización se entienden como las más cercanas y 
por lo tanto las más apropiadas para aproximar 
la toma de decisiones a los ciudadanos, en el 
5 En relación con esta tensión que en términos de garantía de derechos genera la expansión y adopción en la lógica 
neoliberal, se puede traer a colación la reflexión que Ocampo Gaviria (1992) hace sobre la tensión que hoy subsiste 
entre la filosofía que inspira el contenido de la Carta Política de 1991, que integra los desarrollos de las reformas de 
1936 y de 1968 de corte intervencionista del Estado y su tránsito hacia un Estado social de derecho garantista, y una 
concepción de desarrollo y, por tanto, del papel del Estado, sustentada en lógicas neoliberales: reducción del tamaño 
del Estado, apertura a la participación del sector privado en la prestación de los servicios públicos, entre otros.
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caso colombiano revelan varias características: 
una profunda diversidad de capacidades, nece-
sidades e intereses (García y Espinosa, 2011; 
García y Revelo, 2011); divergencia en la 
apropiación del tema de los dd.hh. (Herrera, 
2012) mediada o no por la presencia de diná-
micas del conflicto y, por tanto, la incidencia 
de sus actores en la escena política, entre otras.
Múltiples espacios de trabajo y numerosas 
obligaciones y líneas de acción que emanan 
de diversas entidades del orden nacional que 
responden, a su vez, ya sea por políticas secto-
riales o por las estrategias asociadas con la po-
lítica de dd.hh., se traslapan y no mantienen, 
obligatoriamente, un sentido de coherencia 
y consistencia (Universidad de los Andes y 
Asesoría y Gestión, 2002). Situación que a su 
vez no solo no aporta a la apropiación efectiva 
del tema por parte de las autoridades locales 
sino que deriva en la elaboración y expedición 
de actos administrativos que en muchos casos 
carecen de una comprensión de las dinámicas 
locales en la materia que sustenten el diseño 
de estrategias regionales, o trasladan la lectura 
restringida de derechos propia de la delimi-
tación misional y funcional de las entidades 
del orden nacional encargadas de apoyar los 
procesos de descentralización de la política de 
dd.hh. (Herrera, 2012).
En el año 2011, a partir de la experiencia 
obtenida por las entidades encargadas de la 
gestión de la implementación de las estrategias 
nacionales destinadas a la puesta en marcha de 
las políticas nacionales de dd.hh. en el nivel 
nacional y territorial, y lo estipulado en el 
documento de las Bases para el Plan Nacional 
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de Desarrollo 2010-2014 (2010), el entrante 
gobierno de Juan Manuel Santos expidió el 
Decreto 4100 del 2011 por el cual se crea y 
organiza el Sistema Nacional de Derechos Hu-
manos y Derecho Internacional Humanitario. 
Su principal propósito es
articular a las entidades e instancias del orden nacional 
y territorial, y coordinar sus acciones para promover el 
respeto y la garantía de los derechos humanos y la aplica-
ción del Derecho Internacional Humanitario, mediante 
el diseño, implementación, seguimiento y evaluación de 
la Política Integral de Derechos Humanos y Derecho In-
ternacional Humanitario, y el diseño y consolidación de 
las políticas públicas sectoriales con enfoque de derechos 
y enfoque diferencial (Ministerio del Interior).
Con el propósito de desarrollar dicho 
objetivo, el snddhh-dih, entendido como la 
“sombrilla” bajo la cual se agruparán todas las 
actividades asociadas a los dd.hh. y el dih, y se 
convocan las competencias de la instituciona-
lidad del nivel nacional y territorial, que según 
el reporte del ppddhh actualmente articula 73 
entidades6, tiene la siguiente estructura:
La Comisión Intersectorial de Derechos 
Humanos y dih, encargada de articular y coor-
dinar todos los asuntos relacionados con los 
dd.hh. y el dih, se encuentra encabezada por 
el vicepresidente de la República y cuenta con 
miembros permanentes, miembros invitados 
e invitados permanentes (ver anexo 1). Es la 
instancia política que, teniendo en cuenta el 
interés que el vicepresidente Garzón ha puesto 
en el tema de dd.hh., ya se ha reunido en seis 
ocasiones desde la creación del Sistema7. A su 
vezv la Secretaría Técnica, la cual se encuentra 
a cargo del ppddhh, brinda el soporte técnico, 
operativo y logístico a los subsistemas (ver ane-
xo 2) y a la comisión intersectorial. Además, 
es la encargada de motivar la interlocución y 
participación de la sociedad y de coordinar el 
mecanismo Nación-Territorio junto al Mi-
nisterio del Interior. Los Grupos Técnicos son 
las instancias técnicas organizadas en grupos 
temáticos (subsistemas), los cuales se encargan 
de desarrollar los contenidos de la política 
pública puestos en consideración y adoptados 
por la Comisión Intersectorial y coordinan las 
acciones de las entidades por temáticas o com-
ponentes8. Finalmente, el sistema cuenta con 
enlaces en niveles subnacionales a través de las 
instancias territoriales las cuales, manteniendo 
su autonomía, deberán, con base en lo previsto 
en el mecanismo de coordinación, “diseñar, 
implementar y evaluar a nivel territorial to-
do lo relacionado con la Política Integral de 
Derechos Humanos y Derecho Internacional 
Humanitario, a través de su incorporación en 
el Plan de Desarrollo y en su respectivo Plan 
Plurianual de Inversiones” (Ministerio del 
Interior, art. 18).
6 Esta información se obtiene de la página web del Programa Presidencial para los Derechos Humanos y dih, en 
http://www.derechoshumanos.gov.co/Programa/Paginas/Puesta-marcha-Sistema-Nacional.aspx
7 Idem.
8 La descripción de los subsistemas del snddhh-dih se elabora a partir de la información expuesta en la página web 
del Programa Presidencial para los dd.hh. y dih. http://www.derechoshumanos.gov.co/Programa/Paginas/Sistema-
Nacional-de-Derechos-Humanos-y-Derecho-Internacional-Humanitario.aspx
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dIscusIón
A partir de los hallazgos expuestos en el 
acápite anterior, analizados a la luz del marco 
teórico desarrollado en el Estado del arte, se 
pueden esbozar dos tipos de consideraciones. 
Unas relativas a la consolidación de la semán-
tica de los dd.hh. en el país y, otras, estrecha-
mente vinculadas a la anterior, asociadas con 
los retos que, dado el recorrido del Estado co-
lombiano en la formulación e implementación 
de estrategias destinadas a la garantía de los 
dd.hh., se vislumbran en la materialización 
de los objetivos que se propone el naciente 
snddhh-dih.
De esta forma, se puede afirmar que el 
concepto de dd.hh. tiene una importante 
fuerza simbólica, entendida por Neves (2004) 
como el sentido latente de la norma, en las 
dinámicas sociales del país. Es un discurso al 
que se ha acudido desde diversas orillas po-
líticas, con variados alcances y con fines de 
legitimación de distintas visiones de país que 
se transforman con cada cambio de gobierno. 
De alguna forma, el recorrido por el contenido 
de las políticas de gobierno –no de Estado– en 
la materia permite confirmar la presencia de lo 
que Fariñas (1998) denomina como la sobrei-
deologización de los derechos humanos. No 
obstante, el uso de la fuerza simbólica de los 
derechos no sugiere derivar automáticamente 
en el fortalecimiento de su fuerza normativa. 
En otras palabras, en la concretización del re-
conocimiento normativo de tales derechos y, 
por tanto, de la efectiva inclusión de sectores 
históricamente subintegrados en los diversos 
sistemas parciales que conforman el orden 
social colombiano. Su acceso aún sigue pos-
tergándose.
Lo anterior se confirma si se tienen en 
cuenta los siguientes elementos. En primer 
lugar, la formulación de las políticas de dd.hh. 
se ha caracterizado en los últimos gobiernos 
por la escisión entre las acciones destinadas 
a la protección de los derechos de primera y 
segunda generación9. Esta lectura del alcance 
de los derechos se ha reproducido en el nivel 
territorial donde las autoridades, algunas más 
propensas que otras a incluir en sus agendas 
acciones específicas en dd.hh., se han visto 
abocadas a responder a las exigencias que 
normativa y políticamente se les han impuesto 
en la materia. No obstante, como lo sugiere 
la Teoría de Sistemas Sociales, las selecciones 
que se realicen se harán a partir de un senti-
do particular con base en el cual se elabora la 
distinción y diferencia de cada sistema y orga-
nización. En consecuencia, aunque durante 
varios años y a través de diversas estrategias 
se ha procurado vincular la participación de 
las autoridades locales en la formulación e 
implementación de estrategias destinadas a 
9 En los documentos facilitados por el ppddhh, específicamente en el Primer y Segundo Informe Mecanismo Na-
ción-Territorio (s.a.) se puede constatar que las entidades encargadas del diseño y puesta en marcha del snddhh-dih 
ya identifican esta escisión. Ahora, el análisis de la magnitud de las implicaciones de dicha escisión, tanto en términos 
conceptuales como en la actuación de las estructuras de la administración pública nacional y territorial sugiere, al 
menos según el contenido de los documentos, ser aún modesto. En especial en cuanto a las posibilidades de la conci-
liación y coordinación de acciones que permitan superar tal división que desnaturaliza la lógica interdependiente de 
los derechos. 
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materializar los propósitos que en materia de 
dd.hh. se ha propuesto el nivel nacional, en 
especial en relación con los derechos de prime-
ra generación, los resultados obtenidos varían 
a lo largo del territorio nacional. Y esto, entre 
otras, porque la actuación en un tema cuya 
configuración institucional es especialmente 
compleja, como se constató previamente, no se 
sustenta, de manera obligatoria, en estructuras 
locales (en especial las adscritas al subsistema 
político encargado de emitir decisiones vin-
culantes) que hayan previamente apropiado e 
integrado el concepto de dd.hh. De allí que 
la elaboración más o menos participativa y 
ajustada a las dinámicas locales, según cada 
caso y entidad territorial, y la adopción de ac-
tos administrativos que esbozan las versiones 
locales de gestión del tema de dd.hh., reitera-
tivas en su contenido debido a la mediación de 
lineamientos prescritos desde el nivel nacional, 
representan en muchas ocasiones una manifes-
tación simbólica que, aunada a las limitacio-
nes técnicas de la formulación, no derivan en 
la transformación efectiva de la situación de 
la población. En este contexto, la puesta en 
marcha del snddhh-dih debe tener en cuen-
ta y proporcionar mecanismos de solución a 
retos que están estrechamente asociados a esta 
particular situación de la consolidación del 
concepto de dd.hh. tanto en el nivel nacional 
como en el territorial.
Así mismo, no se pueden perder de vista 
los desafíos de la pretensión de constituir un 
“sistema”, pues la confluencia de sistemas 
parciales y organizaciones que los representan 
impone una severa necesidad de coordinación 
entre instancias que, paradójicamente, en sus 
procesos de especialización tienden hacia una 
comprensión restrictiva y delimitada tanto 
de sus funciones como de los problemas que 
deben administrar, con los efectos que esto 
tiene en términos de una acción conjunta en 
un dominio transversal como son los dd.hh.
Así, y derivado de las consideraciones 
expuestas, el segundo nivel de consideracio-
nes en cuanto a los retos cuya gestión deberá 
ser integrada en el snddhh-dih con el fin de 
procurar su sostenibilidad y efectividad tiene 
tres manifestaciones. En primer lugar, la arti-
culación tanto horizontal como vertical de la 
actuación de las numerosas entidades com-
prometidas. En relación con la articulación 
horizontal, y dada la magnitud y pretensión de 
intersectorialidad del Sistema, la participación 
de entidades que si bien cuentan con misiones 
que de manera más o menos explícita afectan 
la materialización de los derechos no por eso 
integran claramente ya sea el enfoque de de-
rechos o acciones específicas en la materia, 
condiciona el tipo de estrategias formuladas y 
las posibilidades de su materialización que de-
berán superar el reconocimiento simbólico. Lo 
anterior implica profundas transformaciones 
de sentido a partir de las cuales se organizan 
y funcionan las instituciones que tanto en 
el nivel nacional como en el territorial son 
convocadas en el ejercicio de la protección y 
garantía de derechos. Por otro lado, la articula-
ción vertical, reconocida como una apremiante 
necesidad, mantiene su vigencia también en 
el tema los dd.hh. Al respecto, si bien con la 
formulación del Mecanismo de Coordinación 
el snddhh-dih reconoce tal urgencia, queda 
pendiente establecer si en esta oportunidad 
y en este tema se avanza lo suficiente para 
precisar cómo hacer efectiva tal articulación 
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definiendo instrumentos que reconozcan y 
respondan de manera sensible a las diferencias 
que revela la administración pública nacional 
y territorial en cuanto a capacidades, intereses, 
velocidades, conocimiento de los procesos 
emprendidos en el nivel nacional (incluyendo 
el relacionado con la formulación de estrate-
gias en dd.hh.) y perspectivas de actuación y 
coordinación.
En segundo lugar, y teniendo en cuenta 
que históricamente el tema de los derechos 
económicos, sociales y culturales había sido 
delegado al funcionamiento sectorial, la pre-
tensión de procurar en el marco del snddhh-
dih una inclusión del enfoque de derechos en 
políticas sociales invita a la reflexión sobre la 
manera como se podrá lograr tal objetivo. En 
otras palabras, resulta pertinente indagar có-
mo se podrá evitar que desde este objetivo del 
snddhh-dih se formulen documentos y linea-
mientos que, en un contexto de reforma estatal 
y embestida del neoliberalismo, mantengan la 
inclusión del enfoque de derechos en un nivel 
simbólico. O, de manera complementaria, se 
podría cuestionar si el snddhh-dih, en tan-
to la “sombrilla” de todas las actuaciones del 
Estado en materia de dd.hh., efectivamente 
podría ser el espacio adecuado y suficiente 
para poner en duda, cuestionar o reformular 
la filosofía que inspira y nutre el funciona-
miento de sistemas parciales como la salud 
y la educación, entre otros. Así, y si bien la 
noción de enfoque de derechos y perspectivas 
diferenciales se encuentra cada vez con mayor 
frecuencia en el lenguaje formal de una buena 
parte de los sectores –sistemas parciales– de 
cuyo funcionamiento depende la satisfacción 
de los derechos, tal inclusión no significa que 
las lógicas y estructuras sobre las cuales se edi-
fican las reglas de acceso de los individuos a 
estos sistemas hayan sido modificadas. En con-
secuencia, el acceso real a derechos formales 
garantizados por estos sistemas sugiere seguir 
anclado a las comunicaciones desbordadas 
del sistema económico que, bajo la figura del 
neoliberalismo, ha venido copando diversos 
espacios y sistemas sociales. 
Por último, el tema de la temporalidad, 
estrechamente vinculado al nivel y tipo de 
consolidación del concepto de dd.hh. en la 
sociedad nacional, impone otro tipo de re-
to por superar. Como se pudo constatar, el 
contenido de la noción de dd.hh. mantiene 
unos contornos fluctuantes en función de los 
cambios de los gobiernos. En otras palabras, las 
políticas en dd.hh. son de gobierno, no de Es-
tado, y cambian de contenido, tanto en el nivel 
nacional como territorial, según el sentido que 
les imprima la administración de turno. Así, 
si bien gracias a los esfuerzos de equipos de 
trabajo comprometidos con el tema y el poder 
de convocatoria que en temas de dd.hh. ha 
tenido la figura del vicepresidente de la Repú-
blica en este gobierno, el snddhh-dih esté 
en proceso de maduración y posicionamiento 
desde la adopción del Decreto 4100, y se esté 
avanzado en la formulación de la Política In-
tegral de dd.hh. y dih consignada tanto en el 
decreto como en el actual Plan de Desarrollo, 
se avecina una nueva contienda electoral. En 
consecuencia, la permanencia tanto del Siste-
ma como de la Política que ya está en proceso 
de formulación sugiere quedar sujeta a los re-
sultados de las próximas dinámicas electorales.
conclusIonEs
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El propósito de este texto fue el de iden-
tificar, a partir de experiencias colombianas 
previas en materia de formulación e imple-
mentación de políticas públicas de dd.hh., los 
posibles desafíos que deberá sortear la nueva 
apuesta nacional en la materia: el Sistema 
Nacional de Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario. Así, a partir del 
análisis de la función y el estado de consolida-
ción del concepto de dd.hh. en la administra-
ción nacional y territorial, elaborada a partir 
de las herramientas conceptuales que ofrece la 
Teoría de Sistemas Sociales, la reflexión per-
mitió identificar que: i) la institución de los 
derechos humanos sigue gozando de una im-
portante fuerza simbólica que, no obstante, no 
se acompaña de una materialización efectiva de 
su fuerza normativa. Por lo anterior, amplios 
sectores siguen excluidos del goce de sus de-
rechos y, al mismo tiempo, las organizaciones 
de la administración nacional y territorial no 
logran incluir de manera definitiva el concepto 
en el marco de su sentido de actuación. ii) En 
segundo lugar, pero estrechamente vinculado 
con el punto anterior, la configuración de las 
históricas respuestas del Estado en materia de 
dd.hh. evidencia una comprensión y lectura 
restringida de los dd.hh. con los efectos que 
esto implica en términos de satisfacción de 
derechos y, sobre todo, en el diseño de las es-
trategias de intervención por parte del Estado.
De allí, y teniendo en cuenta el contenido 
de los documentos que sustentan el snddhh-
dih surgen, cuando menos, tres desafíos de no 
menor envergadura: i) coordinar efectivamen-
te la actuación de organizaciones que siendo 
miopes –en el sentido de la Teoría de Sistemas 
Sociales– muchas veces no incluyen aún en su 
sentido de actuación la lógica de los derechos 
humanos; ii) lograr consolidarse como un me-
canismo que proporcione un espacio en el que 
se discuta e incida en la inclusión de la perspec-
tiva de derechos en políticas sectoriales cuya 
formulación y funcionamiento se inspiran 
en modelos de desarrollo que no reconocen, 
obligatoriamente, la condición de sujeto de 
derechos de muchos colombianos. Lo anterior 
debido a que si bien los dd.hh. se entienden 
como mecanismo de contención de tendencias 
desdiferenciadoras de sistemas parciales como 
el económico o el político, su consolidación 
en el Estado colombiano revela apoyarse más 
en su fuerza simbólica que normativa; iii) la 
actuación en materia de derechos humanos 
en Colombia revela ser fruto de una necesidad 
política de cada gobierno. En este contexto, la 
sostenibilidad de esta nueva y muy ambiciosa 
apuesta del gobierno Santos queda sujeta a los 
próximos resultados electorales.
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fuente: elaboración propia a partir del decreto 4100 de 2011.
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anExo 2
dEscrIpcIón dE los subsIstEMas dEl snddhh-dIh
Subsistemas Entidad coordinadora Propósitos o áreas de trabajo
Garantizar mecanismos de protección y 
reparación y acciones afirmativas para los sujetos 
y grupos poblacionales víctimas de conductas 
discriminatorias
Promover prácticas sociales de respeto
Contribuir a eliminar prácticas discriminatorias 
en las diferentes esferas de la sociedad y del 
Estado
Lucha contra la impunidad
Política criminal, penitenciaria y carcelaria
Mecanismos alternativos de solución de 
conflictos y descongestión judicial
Acceso a la justicia
Consolidar al Estado como un Estado social de 
derecho
Promover la discución sobre dinámicas 
particulares del país
Realizar un estudio especializado en DIH
Construir un panorama sobre la situación de 
derechos civiles y políticos
Formular recomendaciones para la elaboración 
de la Política Integral de DD.HH y DIH
Generar una cultura de Derechos Humanos y 
los mecanismos respectivos para garantizar la 
convivencia pacífica y la reconciliación en el país.




Ministerio de Interior,  
Ministerio de Defensa
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Derchos civiles y 
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Promover en cada subsistema el 
cumplimiento de los compromisos 
internacionales hechos por Colombia
Aporta a la discución de ls grupos técnicos 
en el marco del Sistema Universal e 
Interamericano de Derechos humanos
Visibilizar y divulgar del SNDH – DIH a partir de 
los paneles estrtégicos de cada subsistema
fuente: elaboración propia a partir del decreto 4100 de 2001 y la información expuesta en la página web del programa presidencial para los dd.hh.
